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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
1782 Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito 

de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad.

I

La investigación científica y técnica, el desarrollo y la innovación, incluido el ámbito 
universitario, constituyen factores indispensables para el crecimiento económico de un 
país y contribuyen de manera decisiva al progreso y bienestar sociales. De ahí que, desde 
finales de la década de los noventa, y observando el diferencial de competitividad, en la 
agenda de la Unión Europea las políticas de I+D+i han ocupado un lugar destacado, 
contemplándose como una de las claves para la creación de empleo y el crecimiento a 
largo plazo, la mejora de la competitividad y la productividad y para atender los retos 
internacionales.

A lo largo de los últimos años, el descenso en la inversión pública en el Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación ha ocasionado un progresivo retraso con 
respecto a la Unión Europea y la pérdida de eficiencia en el funcionamiento de dichos 
órganos, sumado a los progresivos incrementos normativos en el sistema de control de la 
gestión de los organismos y entidades que forman parte de dicho sistema.

Las medidas contenidas en el presente real decreto-ley permitirán a los organismos y 
entidades que forman parte del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación 
cumplir más eficazmente el propósito primordial que asiste a los mismos, cual es el de 
fomentar la investigación científica y técnica en todos los ámbitos del conocimiento, como 
factor esencial para desarrollar la competitividad y la sociedad basada en el conocimiento, 
mediante la creación de un entorno económico, social, cultural e institucional favorable al 
conocimiento y a la innovación.

Existe un consenso claro a nivel político y social de acuerdo con el cual la economía 
española debe avanzar hacia un modelo productivo en el que la innovación está llamada 
a incorporarse definitivamente como una actividad sistemática de todas las empresas, con 
independencia de su sector y tamaño, y en el que los sectores de media y alta tecnología 
tendrán un mayor protagonismo. La apuesta por la investigación y la innovación es 
fundamental en el contexto de límites ambientales, para facilitar la transición ecológica de 
la economía y para garantizar un desarrollo sostenible, seguro, justo y duradero.

La situación de la investigación y el desarrollo en España en el periodo 2010-2017 
muestra sin embargo una tendencia preocupante.

Así, de acuerdo con los últimos datos estadísticos disponibles, en 2017 en España la 
ratio de inversión I+D sobre PIB supuso un 1,20 % (INE), mientras que la media de la 
UE-28 fue del 2,07 % (Eurostat). En la última década, esta brecha de inversión pública y 
privada en I+D entre España y la media de la UE lejos de reducirse se ha agrandado. En 
el periodo 2009-2017, mientras el conjunto de la UE ha invertido un 22 % más en I+D, 
España lo ha hecho un 5,8 % menos. Esta tendencia nos sitúa cada vez más lejos del 
objetivo de la Unión Europea de invertir en el año 2020 el 3 % del PIB en Investigación y 
Desarrollo para generar crecimiento y empleo.

Desde el inicio de la crisis económica hasta 2017, se ha reducido la inversión pública 
en I+D un 26,2 % en España hasta situarla en niveles de inversión similares a los de 2007. 
Un salto atrás de diez años.

En la actualidad, no queda ningún atisbo de duda acerca de la estrecha vinculación 
entre la inversión en I+D y el crecimiento económico de los Estados. Aquellas que más han 
invertido –y de manera más constante– a lo largo de los años, son las que gozan de 
mayores niveles de riqueza y, sobre todo, de mayor fortaleza económica para resistir los 
embates de las crisis económicas. cv
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consecuencia de ingresos externos de carácter finalista, de conformidad con lo 
previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, vinculados 
a la duración de los correspondientes planes y programas.

Esta previsión respetará, en todo caso, las medidas relativas a la contratación 
que establezcan las leyes de presupuestos generales.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.

Se modifica la disposición adicional quincuagésima cuarta de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que queda redactada de la manera siguiente:

«Disposición adicional quincuagésima cuarta. Régimen aplicable a los contratos 
celebrados por los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología 
e Innovación.

Atendiendo a la singular naturaleza de su actividad, como excepción al límite 
previsto en el artículo 118 de esta Ley, tendrán en todo caso la consideración de 
contratos menores los contratos de suministro o de servicios de valor estimado 
inferior o igual a 50.000 euros que se celebren por los agentes públicos del Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, siempre que no vayan destinados a 
servicios generales y de infraestructura del órgano de contratación.

A estos efectos, se entienden comprendidos entre los agentes públicos del 
Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, en los términos establecidos 
en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, las 
Universidades públicas, los organismos públicos de investigación, fundaciones, 
consorcios y demás agentes de ejecución de la Administración General del Estado, 
los organismos y entidades de investigación similares a los anteriores dependientes 
de otras Administraciones Públicas, las Fundaciones de Investigación Biomédica, y 
los centros, instituciones y consorcios del Sistema Nacional de Salud.

En los contratos menores que se celebren por los agentes públicos del Sistema 
Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, la tramitación del expediente exigirá 
la emisión de un informe del órgano de contratación justificando de manera motivada 
la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la 
aplicación de los umbrales aplicables a los mismos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en aquellos contratos 
cuyo pago se verifique a través del sistema de anticipos de caja fija u otro similar 
para realizar pagos menores, siempre y cuando el valor estimado del contrato no 
exceda de 5.000 euros.»

Disposición final tercera. Título competencial.

El presente real decreto-ley se dicta al amparo de las competencias que corresponden 
al Estado conforme al artículo 149.1.15.ª y 18.ª de la Constitución sobre fomento y 
coordinación general de la investigación científica y técnica y las bases del régimen jurídico 
de las Administraciones públicas, respectivamente.

Se exceptúan de lo anterior la disposición adicional única que se dicta al amparo de los 
artículos 149.1.13.ª y 14.ª de la Constitución, que atribuyen al Estado competencia exclusiva 
en las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica y en 
materia de Hacienda general y deuda del Estado, y la disposición transitoria única que se 
dicta al amparo del artículo 149.1.30.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia para el establecimiento de las normas básicas para el desarrollo del artículo  27 
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